Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a poner en marcha las oficinas técnicas de asesoramiento urbanístico y medioambiental a los Entes Locales, presentada por el G.P. Socialistas del Parlamento de Navarra.

SR. PRESIDENTE: Pasamos, entonces, al punto siguiente, que es el undécimo: Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a poner en marcha las oficinas técnicas de asesoramiento urbanístico y medioambiental a los entes locales, que ha sido presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra. Su portavoz, señora Acedo, tiene la palabra.

SRA. ACEDO SUBERBIOLA: Gracias, señor Presidente. Buenos días, señorías. Nuestro grupo ha presentado esta moción porque considera que ya es momento de dar solución a un asunto que se está enquistando y que nos parece que no debería ser así. La Ley Foral 35/2002, de ordenación del territorio, ya estableció la obligación legal de crear y poner en marcha estas oficinas de apoyo técnico, que hemos de recordar que lo eran en materia de urbanismo, de medio ambiente y de vivienda, es decir, asuntos que en este momento, además, tal y como están las informaciones periodísticas y lo que está surgiendo, deberían tener especial relevancia para todos nosotros y, desde luego, en los que  los municipios navarros tienen que asesorarse y en muchos momentos no tienen el dinero ni la financiación suficiente como para hacerlo.

La ley que aprobó este Parlamento establecía que tenía que hacerse en el plazo de un año, y este plazo terminaba en marzo de 2004. Pues bien, no se han puesto en marcha. Nuestro grupo entendía que podía haber problemas puesto que hay una parte de ese asesoramiento que en este momento se está llevando a cabo por parte de las ORVE y que a lo mejor el Gobierno podía estar intentando solucionar la obligación legal con la creación de estas oficinas y ver a la vez qué implicaciones tiene sobre la relación actual y el funcionamiento de las ORVE, que recordemos que dependen de los entes locales y no del Gobierno de Navarra, que solamente subvenciona una parte del costo de su funcionamiento, y, en concreto, en materia de asesoramiento urbanístico, los ayuntamientos pagan el costo establecido por estas oficinas para tener ese asesoramiento urbanístico.

Decimos que estuvimos esperando para ver si el Gobierno daba una solución y ejecutaba el mandato impuesto por este Parlamento, pero no fue así, y como no fue así, en septiembre hicimos una pregunta parlamentaria al Consejero sobre cuál iba a ser la actuación y el Consejero habló de que existía un plan de implantación de estas oficinas de septiembre de 2003, habló de que estaba en período de consultas, dijo que había pasado este plan de implantación a la Federación Navarra de Municipios en 2004, dijo que había, a su vez, un borrador y un proyecto de decreto foral de regulación de estas oficinas, pero hete aquí que este decreto foral sigue sin hacerse y siguen sin crearse ni implantarse las oficinas.

Pero es que, además, en los presupuestos de este año, puesto que el año pasado no se había gastado ni un euro para estos efectos, nuestro grupo planteó una enmienda presupuestaria para ampliar la partida correspondiente, y por parte del representante de UPN se nos contestó que no, y, para justificar ese no, se dijo que no había una creación jurídica de las oficinas y que, por tanto, no hacía falta gastar dinero. Vamos a ver, ¿de quién es la responsabilidad y la competencia para aprobar el decreto foral de creación y de puesta en marcha de estas oficinas, cumpliendo el mandato legal de este Parlamento? Pues del Gobierno. Y nosotros, como grupo de la oposición, lo que exigimos es que el Gobierno cumpla con sus obligaciones, es decir, que ejecute los mandatos parlamentarios, porque no estamos hablando de ninguna cuestión que no esté expresamente exigida por una ley foral, lo contrario significa o bien una incompetencia manifiesta y absoluta por parte de la consejería y del Gobierno de Navarra en este asunto o, lo que sería más grave, una burla al Parlamento que ordena al Gobierno que realice este mandato y no lo hace.

Pues bien, además de eso, tenemos que añadir que una parte del asesoramiento medioambiental a los ayuntamientos, que era el de las actividades clasificadas, que se estaba haciendo por Namainsa gratuitamente, según contestó el Consejero a nuestra pregunta parlamentaria, por virtud de la aplicación de la nueva ley de protección ambiental ahora lo tienen que hacer los ayuntamientos y que si lo hacen los ayuntamientos resulta que Namainsa va a cobrar un dinero, por cierto, más dinero que el que el Gobierno de Navarra pagaba a esta misma empresa pública por la encomienda de gestión de la asistencia técnica.

Nosotros entendemos, señorías, que existe una obligación legal impuesta tanto por la Ley de ordenación del territorio como por la ley 6/90, en la que se dice que el Gobierno tiene obligación de prestar asesoramiento técnico y cooperación técnica, económica y jurídica a los entes locales. No se está haciendo y los entes locales están teniendo que, primero, gastarse un dinero si quieren tener el asesoramiento y, segundo, si no, en otra parte, como en materia de vivienda y otras cuestiones, tienen un asesoramiento ciertamente limitado, porque no olvidemos, además, que el Departamento de Ordenación del Territorio en este momento tiene una estructura que, por la información que nosotros tenemos, no da respuesta a las necesidades de asesoramiento, y hemos de decir que la encomienda de gestión del departamento a Namainsa en los años 2004 y 2005 no costaba más allá de 180.000 euros. Luego, señorías, creemos que si para toda Navarra el departamento se gastó en asesoramiento medioambiental, en concreto en cuestión de actividad clasificada, pero asesoría técnica a los ayuntamientos en los requerimientos medioambientales, 180.000 euros, si el departamento no tiene medios humanos y materiales suficientes ni tan siquiera para resolver asuntos de planeamiento, mucho menos para resolver los asuntos medioambientales de actividades clasificadas, y se está comprobando día a día, porque los retrasos son importantes en todos los aspectos, si eso está ocurriendo, si hay materia medioambiental no solo de actividad clasificada sino también de cuestiones de caza, de pesca o de otra serie de cuestiones como los LIC, nosotros sí pensamos que esas oficinas comarcales, tal y como las previó la Ley 35/2002, son imprescindibles. Claro, entendemos que hay un problema de ordenación y de planificación del asesoramiento técnico urbanístico comarcal por parte del departamento, lo entendemos, pero no nos sirve que nos digan que la Federación Navarra de Municipios y Concejos no ha contestado, que tienen unos proyectos de decretos, señorías, lo que está claro es que no estamos hablando de cuestión de prioridades, sino de una cuestión de capacidad de gestión y de cumplimiento y de que nos fiemos de que los compromisos que ordena el Parlamento el Gobierno los ejecuta.

Estamos hablando de hechos, no de palabras, y, desde luego, estamos viendo que estamos casi al final de la legislatura y se va a convertir esto en otro de esos asuntos más que ya veremos cómo se solucionan. Y nosotros no creemos que eso sea lo razonable para unos municipios y unos ayuntamientos que bastante limitada tienen su capacidad económica, bastantes limitados tienen sus medios como para responder a cuestiones tan sensibles, tan complicadas y tan específicas como la vivienda, el medio ambiente y el urbanismo, que requieren, desde nuestro punto de vista, un asesoramiento con criterios homogéneos, un asesoramiento objetivo, es decir, con personal y medios dependientes del Gobierno de Navarra, estructurados, como lo prevé la ley foral, en oficinas comarcales.

Por esa razón, porque ya habido tiempo más que suficiente, es decir, dos meses, de ahí el plazo, nuestro grupo plantea que se haga el decreto y se pongan en marcha. Dinero hay, aunque poco, desde nuestro punto de vista, pero, bueno, como ya estamos casi a mitades año y luego llega el verano, pues bueno, ya habrá dinero; dinero hay y lo que hace falta es que haya ganas, capacidad de gestión y ejecución de los compromisos, y, por tanto, yo creo que lo contrario, aparte de burlar la normativa, es dejar desasistidos a los municipios, insisto, en estas cuestiones tan relevantes.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Acedo. Abrimos ahora un turno de intervención a favor y otro en contra. ¿En el turno a favor van a intervenir? Por Izquierda Unida, señor Nuin.

SR. NUIN MORENO: Muchas gracias, señor Presidente. Con su permiso, intervendré desde el escaño para fijar la posición de mi grupo, que va a ser una posición favorable a esta moción del grupo socialista por la que se insta al Gobierno a poner en marcha las ORVE, las oficinas técnicas de asesoramiento urbanístico y medioambiental a los ayuntamientos. A nadie se le escapa que las competencias urbanísticas y medioambientales son competencias de gestión muy compleja y que requieren para su gestión un nivel de recursos técnicos y personales que muchas veces no están al alcance de los ayuntamientos. Esto en muchas ocasiones puede abocar a las entidades locales a una gestión ineficiente de esas competencias, lo cual, evidentemente, daña a los propios ciudadanos. Es por esto que nos parece muy oportuna la creación de estas oficinas de asesoramiento con el apoyo y la financiación también del Gobierno de Navarra. Si a esto añadimos que hay tanto pronunciamientos parlamentarios como obligaciones legales, como las recogidas en la propia Ley Foral de ordenación del territorio, que apelan, instan y obligan en última instancia al Gobierno a ofrecer ese asesoramiento, pues pocas razones o pocas cuestiones quedan por decir, más que instar al Gobierno a que, efectivamente, ponga en marcha estas oficinas. Creemos que lo oportuno y lo lógico sería que no hiciese falta instarle, sino que ya estuviesen en funcionamiento de una forma eficiente y de una forma extensa, pero en la medida que no sea así apoyaremos pronunciamientos como el que propone en esta ocasión el grupo socialista.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Nuin. Por Aralar, señor Jiménez Hervas.

SR. JIMÉNEZ HERVAS: Sí, señor Presidente, intervendré brevemente para mostrar el acuerdo con la moción. Creemos que es algo importante para las entidades locales, que tienen una verdadera limitación de recursos y de capacidad técnica para abordar un tema tan importante, pero sobre todo nos tememos que este puede ser un tema más de los que en lo que queda de legislatura se tenga que convertir en un tema recurrente en este Pleno, que es el incumplimiento bastante sistemático por parte del Gobierno de los acuerdos y las decisiones de este Parlamento, en concreto también por parte del señor Burguete y de su departamento en cuanto a que son repetidos y varios los compromisos y los requerimientos de esta Cámara que no han sido atendidos.

Por lo tanto, me temo que este va a ser un elemento importante, y, al final, como siempre, acaba con unos paganos bastante habituales, las entidades locales, los ayuntamientos, la capacidad de ordenación y gestión, y, al final, también en último término los ciudadanos. 

Por eso vamos a apoyar la moción, como digo. Me da que vamos a tener que tener más debates de este tipo y acabaré, si el señor Taberna me lo permite, haciendo una referencia a un tema que ha comentado antes, cuando decía: los grupos UPN y CDN, que soportan y sostienen al Gobierno. Como queda en evidencia también en este punto, sostienen al Gobierno, soportarlo lo soportamos los demás. UPN y CDN sostienen al Gobierno, soportarlo lo soportamos los demás los grupos, lo soportan las entidades locales, como es manifiesto en este tema, y lo soporta la mayoría de la sociedad. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias. Por Eusko Alkartasuna, señor Ramirez Erro.

SR. RAMIREZ ERRO: Gracias, señor Presidente. El Grupo Parlamentario Eusko Alkartasuna va a votar favorablemente a esta moción porque, al fin y al cabo, lo que pide es que se ponga en marcha, que se implemente un mecanismo con el que pueden contar o deberían contar la Administración, las instituciones públicas para asesorar y dinamizar también en materia de urbanismo y criterios medioambientales. Un asesoramiento del que están muy necesitados, y aquellos que tenemos experiencia en el ámbito municipal lo podemos conocer de primera mano, en el sentido de la necesidad de que esto, que, efectivamente, constituye un instrumento que está en el papel pero no en la realidad, se lleve a cabo y, por lo tanto, tenga la función que se le ha asignado, porque, insisto, es una función fundamental, una función necesaria y, lógicamente, se deben realizar las acciones e iniciativas necesarias para que este servicio se pueda dar y puedan contar con él los entes locales, porque, al fin y al cabo, en el Gobierno de Navarra estamos detectando que se buscan medidas diferentes a los mecanismos de los que ya se supone que dispone el Gobierno de Navarra y, en definitiva, las instituciones de nuestra Comunidad. Por un lado, podemos también coger el ejemplo de un ente público, una empresa pública como Nasursa, que en principio es la encargada de gestionar el suelo residencial de Navarra, sin embargo, vemos cómo el Gobierno de Navarra opta por una ocurrencia al parecer muy novedosa pero que implica desechar un mecanismo que ya estaba funcionando y sobre el que tantas bondades se nos habían referido ante los requerimientos de los grupos parlamentarios de la oposición. Por lo tanto, se elimina Nasursa y se crea novedosamente una fórmula llamada concurso de suelo. Por otro lado, vemos también cómo sorprende en qué ámbitos interfieren diferentes empresas públicas.

En definitiva, no se está haciendo un uso racional de los mecanismos de los que disponen las instituciones, de los que disponemos o deberíamos disponer, sino que se opta por otras fórmulas que no han contado con la debida planificación, el debito debate y, sobre todo, con el debido soporte de apoyo parlamentario e institucional.

Por lo tanto, consideramos que es una moción que va en la línea de reforzar una necesidad que se ha visto que es evidente, en la línea de que, efectivamente, consigamos que los entes locales tengan un debido asesoramiento para que ellos puedan obrar con corrección, obrar adecuadamente y también dinamizar un sector en el que todos podemos coincidir en que la ciudadanía está especialmente preocupada, estamos hablando de la vivienda, algo que constituye un derecho que en estos momentos los ciudadanos y ciudadanas no pueden ejercer.

Por lo tanto, y con esto termino la intervención del Grupo Parlamentario Eusko Alkartasuna, vamos a votar favorablemente porque de lo que se trata es de que se cumpla la ley y de que los entes locales no sean nuevamente tomados como algo sin importancia o sin la debida importancia, como unas instituciones de segunda, porque, efectivamente, en la medida que no cuentan con mecanismos adecuados ni con financiación para procurarse esos mecanismos de asesoramiento, tienen que ser el Gobierno foral, las instituciones de la Comunidad las que les doten de las posibilidades de asesoramiento en este sentido.

Por lo tanto, esperemos que así sea y esperemos que los que tenemos responsabilidades en materia municipal podamos ver también que estas oficinas técnicas se ponen en marcha, tal y como obliga el Parlamento. Gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias. Por el grupo Mixto, señor Etxegarai.

SR. ETXEGARAI ANDUEZA: Gracias, señor Presidente. Como todos conocemos, la disposición adicional tercera de la Ley Foral de ordenación del territorio y urbanismo establece que el Gobierno de Navarra deberá aprobar mediante decreto foral, en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esa ley, la estructura, funciones y presupuestos de la red de oficinas de apoyo a las entidades locales en materia de medio ambiente, urbanismo y vivienda. 

Sin embargo, el Gobierno de Navarra no ha cumplido esta disposición legal, no ha creado esta red de oficinas de apoyo a las entidades locales en esta materia, lo que sí ha hecho, por ejemplo, es crear una serie de subvenciones para que las entidades locales estudien la necesidad y posibilidad de crear ellos mismos oficinas de asesoramiento en materia urbanística.

Una vez más, vemos cómo el Gobierno de Navarra traslada los problemas a los municipios, porque esa red de asesoramiento debe crearla el propio Gobierno de Navarra, tal y como se establece en la ley.

Por otro lado, hasta ahora los ayuntamientos eran asesorados gratuitamente en materia medioambiental por la empresa pública Namainsa y a partir de ahora ese asesoramiento será cobrado por dicha empresa, y esto nos parece preocupante, porque puede llevar a muchas entidades locales a no solicitar ese asesoramiento medioambiental con el fin de evitarse el coste del informe. Y la preocupación es mayor porque todos sabemos que dado el tamaño de muchas de nuestras entidades locales y, por lo tanto, su falta de estructura para poder ser asesorados en esta materia, quien al final salga perjudicado por este tipo de medidas será el medio ambiente y, en consecuencia, todos los ciudadanos.

Mi grupo va a apoyar esta moción porque considera necesario que se pongan en marcha estas oficinas comarcales de asesoramiento dependientes del Gobierno de Navarra tanto porque así lo establece la ley como porque consideramos necesaria la existencia de estas oficinas para que las entidades locales navarras, sobre todo las más pequeñas, cuenten con el asesoramiento necesario para poder ejercer sus competencias en materia de medio ambiente, urbanismo y vivienda. 

Y, por último, también consideramos necesario que se agilice la tramitación de los informes técnicos que se solicitan al departamento por parte de los ayuntamientos de Navarra. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias. En el turno en contra, por UPN, señor Valero, tiene la palabra.

SR. VALERO ERRO: Gracias, señor Presidente. Buenos días. Efectivamente, la Ley de ordenación del territorio, que entró en vigor en marzo de 2003, daba un plazo de un año para la creación de esas oficinas, pero el Gobierno de Navarra ya diseñó un borrador de decreto en plazo, durante esa vigencia del año, que fue enviado a la Federación Navarra de Municipios y Concejos para su estudio y debate. Hay que recordar que las competencias son de los ayuntamientos y lo que hay que hacer es debatir y a través del decreto pactar cómo se va a organizar ese sistema de esas oficinas comarcales. Pues muy bien, la dificultad que tienen el decreto y la organización de esas oficinas ha hecho que la propia Federación haya retrasado de alguna forma ese acuerdo de colaboración con el Gobierno de Navarra para poder implantar eso que, efectivamente, venía en la ley. No es cuestión de echar la culpa a nadie sino, efectivamente, de reconocer la dificultad y la problemática que tiene porque, si hubiera sido fácil, la Federación hubiera hecho ya una propuesta firme y concreta y no es así, sigue debatiendo y, de alguna forma, sigue intentando aclarar cuál es su postura o su posicionamiento respecto a esas oficinas, qué competencias, qué apoyo podrían necesitar los ayuntamientos a través también de las oficinas de rehabilitación, de las ORVE.

Y mientras, el Gobierno de Navarra, ¿qué está haciendo? El Gobierno de Navarra lo que está haciendo es trabajar. Mientras, el Gobierno de Navarra está impulsando los planes de ordenación del territorio, está creando el observatorio de la Estrategia Territorial de Navarra, que está en funcionamiento, se está apoyando a las ORVE, que pueden dar servicios a los distintos ayuntamientos que requieren un apoyo en materia urbanística y que están funcionando muy bien, y ejemplos tenemos en la comarca de Tafalla, donde se está dando apoyo urbanístico desde hace ya tiempo a distintos ayuntamientos desde las propias oficinas de rehabilitación puestas por el Gobierno de Navarra.

Y también quisiera recordar una cosa, que es que la tramitación de los expedientes medioambientales es una tasa que cobran los propios ayuntamientos a los usuarios, pero esa tasa se debe repercutir, como mandan las directivas europeas, a los propios usuarios solicitantes de ese asesoramiento. Y no debe ser subvencionable, eso es lo que dice la normativa europea, lo haga una empresa privada, una empresa pública o lo haga el propio Gobierno de Navarra. También nos tendremos que acoger a las directivas europeas que marcan este asunto. No obstante, el Gobierno de Navarra sigue informando aquellos asuntos medioambientales que son de su competencia y, en definitiva, lo que estamos tratando de explicar al resto de los grupos parlamentarios es que el Gobierno de Navarra está pactando el desarrollo de esas oficinas, y pactar NO significa imponérselas, tiene que ser en colaboración, porque, claro, el debate: no, hágalo, hágalo. ¿Cómo?, ¿con el voto contrario de la Federación o con el voto positivo?, ¿con su apoyo o sin su apoyo? ¿Van a funcionar si no tenemos el apoyo de la Federación? De alguna forma, lo que habrá que hacer es pactarlo con ellos y no imponérselo.

Además, se sigue trabajando, como bien he dicho, en los planes de ordenación del territorio, el Observatorio de la Estrategia Territorial de Navarra, el apoyo a las oficinas de rehabilitación y luego también se realizan los informes medioambientales de acuerdo con la Ley 4/2005, de protección ambiental. Por todo ello, votaremos en contra de la moción. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Valero. Por Convergencia de Demócratas de Navarra, señor Pérez-Nievas.

SR. PÉREZ-NIEVAS LÓPEZ DE GOICOECHEA: Muchas gracias, señor Presidente. Intervengo para argumentar las razones por las cuales Convergencia va a votar en contra de la moción propuesta, porque estamos hablando aquí de las ORVE como si fueran unas entidades inexistentes, o parece ser que algunos crean la apariencia, como suele ocurrir siempre en la actividad política, de que se está nombrando una realidad como cierta cuando no es así. Las ORVE, conviene decir y recalcar, que, desde luego, como tales oficinas están funcionando en este momento con las funciones y con las competencias que les son propias y, por lo tanto, no cabe decir que, desde luego, existe en este momento un vacío legal. De lo que se trata es de ejecutar un mandato que existe en la Ley de ordenación del territorio, en la que se establecen unas nuevas funciones de estas oficinas asumiendo algunas otras competencias que en este momento no estaba ejecutando la oficina. Pero no hay un vacío legal con respecto a los informes medioambientales ni existe tampoco un vacío legal en cuanto a las competencias propias de las oficinas de rehabilitación, porque existen y, desde luego, están cumpliendo con su cometido perfectamente. En el presupuesto de este año hay nada menos que más 800.000 euros dedicados a las oficinas, a las ORVE que actualmente están en vigor, y más de 400.000 euros dedicados a la implantación y mejoras de las nuevas oficinas.

Con lo cual, el Gobierno tiene sobre la mesa la realidad y la necesidad de adecuar las oficinas a lo que establecía la Ley de ordenación del territorio del año 2002, pero conviene también resaltar que esas competencias le son atribuidas y debe en un futuro plantearlas y ejecutarlas para un mejor servicio, se supone, pero no para un servicio nuevo. Dicen que los ayuntamientos tienen problemas y que, desde luego, los ayuntamientos evitan así los perjuicios que de otra forma puedan generarse a los particulares, pero es que no son ninguna novedad las competencias y las funciones que van a hacer las ORVE, no van a hacer algo que no se haga hasta ahora, se va a hacer de distinta manera, pero no se va a hacer algo que no se haga.

En ese tránsito, conviene resaltar que en ese tiempo, en ese ínterin desde 2002 hasta la fecha de hoy, este Parlamento ha aprobado la Ley Foral de intervención y protección ambiental, la Lefipa, que, desde luego, lo que hace es trasladar al Gobierno de Navarra, al departamento, la obligación de emisión de la mayor parte de los informes que les afectan a las entidades locales. Por lo tanto, las ORVE, tal y como se plantea en 2002, tienen que readaptarse en su funcionamiento a lo que está mandatado por una siguiente ley foral posterior a aquella y que también establece, repito, competencias, establece la obligación de emisión de informes que derivan mayoritariamente a la responsabilidad del Gobierno, responsabilidad del Departamento de Medio Ambiente.

Repito que, por lo tanto, se está haciendo. No hay un vacío legal, repito, para que quede claro. No hay algo que no se esté haciendo porque estas oficinas tal y como están configuradas en la Ley de ordenación del territorio no estén en vigor. No existe. Probablemente cuando la Federación Navarra de Municipios y Concejos y cuando las entidades que participan en la deliberación sobre el modelo de oficina se pongan de acuerdo, será un modelo más eficaz, funcionará suponemos que mejor, pero, desde luego, no se harán cosas que no se estén haciendo ahora y, desde luego, no hay un vacío legal ni existe una desatención ni una sensación de inseguridad para el ciudadano. Es cierto que podrá ser más cercano o no, pero que queden las cosas claras: no existe, hay partidas y hay compromiso en este momento para hacerlo, lo que pasa es que ciertamente desde que se aprueba o hasta que se pone en vigor hay sucesivos hechos que, por un lado, ralentizan, por otro lado, modifican el originario mandato de la Ley Foral de ordenación del territorio y, por lo tanto, hay que adecuarlo y acondicionarlo para hacerlo bien, y eso es lo que este Gobierno está intentando hacer. ¿Que las cosas van más despacio de lo deseable? Pues sí, no vamos a decir que no. ¿Que se tiene que hacer? Efectivamente, pero que quede claro que no hay un vacío legal, no hay una falta de atención de las funciones que tienen encomendadas las ORVE, porque las ORVE como tal existen, esas oficinas existen, funcionan francamente bien en lo que tienen encomendado, de lo que se trata es de que asuman una serie de competencias mayores, que habrá que delimitar cuáles son, porque, repito, la Lefipa también traslada esas competencias que podrían haber sido para estas oficinas al departamento y en este momento se está funcionando así.

Y luego, aparte, Namainsa también tiene convenios con ayuntamientos para aquellas otras cuestiones medioambientales que no están contempladas en la obligación de unas ni en la de otros. Por lo tanto, no hay ese vacío legal. ¿Que podría hacerse, repito, de otra manera? Pues, evidentemente, pero desde el Gobierno se están atendiendo perfectamente las necesidades de las entidades locales derivadas del asesoramiento medioambiental y está claro que, por lo tanto, hay compromiso de llevarlas a cabo, lo que pasa es que se trata de ponerlas en funcionamiento y ponerlas bien. En un punto anterior hablábamos de que las cosas se ponen en marcha sin la suficiente planificación y de qué mal funcionan los centros porque no se han planificado bien, ahora que se está planificando bien, que nos estamos adaptando a las nuevas realidades forales y legislación foral que aprobamos nosotros aquí modificando criterios anteriores, ustedes dicen que vayamos más rápido. Pues yo creo que hay que ir en cada momento a su paso y que, desde luego, hay voluntad plena de hacerlo, y cuando se pongan en funcionamiento con total seguridad funcionarán bien. Y, mientras tanto, no existe ningún vacío legal ni existe desatención ni indefensión de ningún ciudadano navarro por la falta de funcionamiento de las oficinas.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pérez-Nievas. Señora Acedo, su réplica.

SRA. ACEDO SUBERBIOLA: Gracias, señor Presidente. Voy a empezar por el final. Desde luego, nuestro grupo no está creando ninguna apariencia, está constatando hechos, realidades e incumplimientos flagrantes. Y, desde luego, que se diga que no existe ningún vacío legal y que se está atendiendo y que los municipios están muy bien y que las ORVE simplemente se están readecuando, pues, mire usted, yo solo me hago una pregunta, no entiendo muy bien que las ORVE estén funcionando con las mismas competencias desde mucho antes del año 2002, cuando se aprueba por este Parlamento la Ley Foral 35/2002, y resulta que estando, como dice el señor Pérez-Nievas, funcionando tan correctamente y dando los servicios que estaban previstos en materia de asesoramiento, repito, urbanístico, medioambiental y de vivienda, este Parlamento caiga en una redundancia diciendo que hay que crear unas oficinas comarcales de apoyo técnico a los ayuntamientos. Pues debería estar este Parlamento un poco espeso, porque no lo entiendo. No, señor Pérez-Nievas, lo que quiere usted es decir lo que no es verdad, y lo que no es verdad es que las ORVE estén haciendo las funciones que exige la 35/2002, lo que es verdad es que hay un problema de gestión, hay un problema de organización de ese departamento. Y cuando se dice por parte del señor Valero que si fuera fácil ya estaría hecho, claro, es que si fuera fácil sale solo, señores, entonces no hace falta Gobierno, es que el Gobierno está fundamentalmente para gestionar cuando es complejo, cuando es complejo es cuando hay que dar la talla de la capacidad de gestión del Gobierno. Y ese departamento desde 2003, desde que tiene el plan para la implantación de estas oficinas, lo único que ha hecho es intentar echarle la culpa encima a la Federación Navarra de Municipios, porque es que, claro, como no se pone de acuerdo... Oiga, mire, vamos a ver, aquí la responsabilidad de cumplir la ley foral y la responsabilidad de poner en marcha las oficinas es del Gobierno, y si el Gobierno quiere o no quiere pactar o cómo, es que tiene incapacidad hasta para pactar con los entes locales, que ya es triste, porque la Federación Navarra de Municipios no será sospechosa de no llegar a acuerdos con este Gobierno, pues ni para eso tiene capacidad el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda. ¿No será que no le interesa? ¿No será que, además, Namainsa, cuyo presidente es el propio Consejero de Ordenación del Territorio, va a sacar más dinero del que sacaba del departamento contratando con los entes locales por hacer los mismos trabajos? ¿No será que aquellos servicios públicos que eran gratuitos hasta ahora y se pretende que dejen de serlo y se estén empezando a cobrar o haya que cobrar o dejar en manos de los ayuntamientos esa decisión? Pobres ayuntamientos, es que, claro, a la vista de lo que dice el CDN, como tenían problemas, crearon las ORVE, porque hay que recordar que las ORVE fueron creadas primero por el Gobierno, pero no, luego pasaron a que el ayuntamiento las creara y así se evitaba el problema el Gobierno y les dábamos subvención desde el Gobierno. Estupendo. Pobres ayuntamientos que tienen que solucionar sus problemas y, hombre, encima de que el Gobierno no les presta lo que marca la ley que tiene que prestar, resulta que como ya tienen las ORVE ya está todo solucionado. Ya les vamos a dar unos dinericos, ya les vamos a dar una subvención, que no llega para todos los gastos, y en concreto, en materia de asesoramiento urbanístico, sabe perfectamente el representante de UPN, perfectamente, que los costos que pagan los ayuntamientos son los costos del servicio, y que hay un déficit en las ORVE que pagan los ayuntamientos, porque ese déficit no está costeado por el Gobierno de Navarra, luego los ayuntamientos están supliendo de nuevo lo que el Gobierno de Navarra tiene que hacer en materia de asesoramiento y cooperación técnica y jurídica en esta materia.

Y cuando se habla de que desde la Ley de protección ambiental de 2005 resulta que han cambiado las circunstancias y que el Gobierno de Navarra en el departamento sigue haciendo los informes, habrá que recordar que la ley, en uno de los apartados, dice: actividades e instalaciones sometidas a licencia municipal de actividad clasificada sin previo informe ambiental. ¿Y saben ustedes de qué actividades estamos hablando? De actividades que afectan directamente a la vida de los ciudadanos de los municipios. Porque estamos hablando, por ejemplo, de actividades comerciales de alimentación con y sin obrador cuando superen los límites que reglamentariamente se determinen, garajes, talleres auxiliares, industrias. Estamos hablando de actividades de las que antes se hacían los informes y que ahora se necesitan seguir haciendo si se quiere controlar la garantía de seguridad medioambiental en los municipios. Y encima esta ley habla de que se mandará al Gobierno de Navarra con los documentos que reglamentariamente se determinen, pero el Gobierno no ha hecho el desarrollo reglamentario todavía.

Con lo cual, señores del Gobierno, tenemos unas leyes que no se cumplen ni en desarrollo reglamentario ni en ejecución de los mandatos de la ley. Y, desde luego, desde la Ley de 2005 ha pasado menos tiempo, pero es que estamos hablando de que en el 2004 ya tenía que estar en marcha la Ley de 2002. Y que se me diga que las ORVE están cumpliendo esas funciones..., pues no es verdad, no es verdad ni pueden cumplirlas porque no las tienen asignadas, y por eso la ley  manda hacer un decreto foral de las oficinas de apoyo técnico.

Por tanto, señorías, lo que nosotros entendemos es que aquí se está intentando echar balones fuera para justificar lo injustificable y lo único que existe, es, digo y repito como lo he dicho antes, un incumplimiento por parte del departamento de sus obligaciones bien por incapacidad bien por no querer hacerlo, dejando al albur a los ayuntamientos para que se solucionen la vida en un tema como este, y no es que no haya vacío legal, que lo hay claramente, solo que los ayuntamientos, como siempre, responsables, se solucionan la vida, pero da la casualidad de que el Gobierno no está ahí. Eso o que no se quiere cumplir lo que manda la ley foral, lo que sería aún más grave por parte del departamento. De cualquier manera, lo que está claro es que UPN y CDN con la negativa a esta moción no quieren cumplir las leyes forales emanadas de este Parlamento y no quieren solucionar un tema porque son incapaces de darle solución, pero hay que decirlo claro y alto, es incapacidad de gestión de este Consejero y de este Gobierno.

Y al resto de la oposición que va a votar favorablemente, les agradezco, como no podía ser menos, el apoyo recibido. 

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Acedo. Señores Parlamentarios, vamos a proceder a votar la propuesta de resolución de la moción. Señores Parlamentarios, comienza la votación. (Pausa) Señor Secretario.

SR. SECRETARIO PRIMERO (Sr. Marcotegui Ros): El resultado de la votación ha sido el siguiente: votos a favor, 23; en contra, 26; abstenciones, 0.

SR. PRESIDENTE: Por tanto, queda rechazada la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a poner en marcha las oficinas técnicas de asesoramiento urbanístico y medioambiental a los entes locales.

